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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0014

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO
En Pereira (Risaralda), a los cinco (05) días del mes de marzo del año dos mil nueve (2009), siendo las diez de la mañana (10 a.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES, en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora YANETH HURTADO TABARES, ESPERANZA VILLEGAS MELO, MARÍA MORELIA MARÍN HERNÁNDEZ, LUZ MARINA PÉREZ ALARCON, MARÍA DOLLY TABARES CARRILLO, GLORIA INÉS HURTADO TABARES, ORFA NELLY MEJÍA ARCE Y LUZ NORALBA MEJÍA ARCE contra JORGE ENRIQUE LÓPEZ PELAÉZ.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por la Magistrada Ponente, que corresponde a la siguiente:  
S E N T E N C I A:
Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida en  noviembre 26/08 por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:
De acuerdo con el petitum del libelo promotor, las demandantes, actuando por intermedio de apoderado judicial, solicitan lo siguiente:

Que se declare que entre las señoras YANETH HURTADO TABARES, ESPERANZA VILLEGAS MELO, MARÍA MORELIA MARÍN HERNÁNDEZ, LUZ MARINA PÉREZ ALARCON, MARÍA DOLLY TABARES CARRILLO, GLORIA INÉS HURTADO TABARES, ORFA NELLY MEJÍA ARCE Y LUZ NORALBA MEJÍA ARCE, y el demandado JORGE ENRIQUE LÓPEZ PELÁEZ, existieron contratos verbales de trabajo; que el demandado incurrió en incumplimiento de los mencionados contratos al terminarlos unilateralmente y sin justa causa el día 06 de diciembre de 2.006; que como consecuencia de las anteriores declaraciones el demandado debe pagar a favor de las demandantes las siguientes prestaciones sociales: Cesantías por todo el tiempo laborado, intereses a las cesantías, prima de servicios por el segundo semestre del año 2.003, prima de servicio por los años 2.004, 2.005 y 2.006, seguridad social, salud y pensiones por todo el tiempo laborado, vacaciones causadas en diferentes periodos, salario del mes de noviembre y días de diciembre de la señora LUZ MARINA PEREZ ALARCON, indemnización por terminación de contrato sin justa causa, indemnización moratoria y condena en costas. 

2. Hechos Relevantes:
Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

Las accionantes a través de representante judicial designada por amparo de pobreza, manifiestan que: Prestaron sus servicios personales mediante contratos verbales de trabajo, en las instalaciones del establecimiento de comercio denominado CONFECCIONES J. LOPEZ, bajo órdenes directas del demandado JORGE ENRIQUE LÓPEZ PELÁEZ; que los contratos se iniciaron en diferentes fechas y fueron terminados sin justa causa el día 06 de diciembre de 2.006; que el demandado, además de ser quien contrató a las demandantes, durante todo el tiempo de servicio fungió como empleador; que la jornada de trabajo de las demandantes era de lunes a viernes de 7:00 a.m. a 5:30 p.m., con 40 minutos de descanso que debían reponer al final de la jornada. Agregan, además, que laboraban de lunes a viernes dos horas y media extras, las cuales nunca fueron canceladas; así como que laboraban hasta el 31 de diciembre de cada año concediéndoles veinte días de vacaciones, las que sólo fueron pagadas hasta diciembre de 2.003; que a las demandantes no se les han cancelado sus prestaciones sociales, ni fueron afiliadas a seguridad social; que la señora YANETH HURTADO TABARES devengó como último salario básico mensual la suma de $750.000.oo y las demás demandantes la suma de $527.000.oo.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.
El demandado fue notificado por Curador Ad-Litem, quien contestó la demanda oportunamente (fls.40 y s.s.), manifestando no constarle cada uno de los hechos plasmados en la demanda y no oponerse a las pretensiones de la misma siempre que resulten probados los hechos que en ella se fundamentan.

IV. LA SENTENCIA APELADA
Clausurado el debate probatorio, el juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura, en la que al desatar el fondo del asunto, declaró la existencia de contratos de trabajo a término indefinido entre las demandantes y el señor Jorge Enrique López Peláez, condenándolo a pagar a las demandantes las prestaciones sociales reclamadas en las pretensiones de la demanda, absolviéndolo del pago de indemnización por despido injusto, y finalmente, condenando al pago de costas en un 90% a la parte vencida.
Para arribar a la anterior determinación el operador judicial, apoyado en las pruebas testimoniales y documentales vertidas en el plenario, estableció que el demandado fungió como un verdadero empleador, resultando probados los elementos que determinaron la existencia del contrato de trabajo, su día de inicio y de terminación, la prestación efectiva del servicio por parte de las demandantes bajo la subordinación del demandado, determinó el incumplimiento al pago de las prestaciones sociales y, finalmente, concluyó que las demandantes resolvieron retirarse de sus actividades laborales por voluntad propia y no por orden del empleador, decidiendo absolver al demandado del pago de indemnización por despido injusto. 
V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

El demandado sustentó el recurso interpuesto exponiendo que: El juez debe al momento de proferir su decisión, limitarse no solo a la norma, sino que es necesario acudir a los principios generales de interpretación; que se deben tener en cuenta, al tenor del Art. 13 del C.S.T., el mínimo de derechos y garantía consagrados en favor de los trabajadores y la ineficacia de cualquier estipulación que los desconozca; que con base en lo dispuesto por el Art. 55 del C.S.T., es claro afirmar que todos los contratos de trabajo deben ser ejecutados de buena fe, estando obligados, no solo a lo expresado en él, sino a todo lo que emane de la relación jurídica; que con base en sentencia proferida por la Honorable Corte Suprema de Justicia, el 21 de septiembre de 1.998, la buena fe - lealtad, obliga tanto al trabajador como al patrono; que si el Despacho hubiera hecho un análisis de las pruebas recaudadas a la luz de estos principios, habría podido concluir que el demandado no era propietario de una verdadera unidad de explotación económica, y que por el contrario, tanto demandado como demandantes, en un objetivo común, procuraban obtener sus sustento diario. De igual manera se desprende de las pruebas recaudadas, que el demandado asumió el rol de patrono sin serlo, era la persona encargada de realizar los negocios y solucionar los problemas económicos presentados; la mayor remuneración pagada para cubrir las supuestas prestaciones sociales, se dio por un acuerdo entre las partes, ello como consecuencia de los problemas presentados al tratar de actuar como verdadera empresa. Por otra parte, también afirma que no se puede deducir la mala fe en las actuaciones surtidas por el demandado, quien por el contrario trató de cumplir con todas las obligaciones; y, finalmente, advera que la sentencia establece condenas en abstracto, al condenar al pago de una sumas por concepto de cotizaciones a pensiones, sin precisar a qué entidad se debe realizar.               

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:
Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:
De los hechos que soportan la demanda, las pruebas que obran en el proceso y los fundamentos de la apelación, se desprende que el problema jurídico  por resolver es el siguiente:

· ¿De acuerdo a las pruebas que obran en el proceso, logró el demandado probar que la relación que existió entre él y las demandantes NO tuvo el carácter de contrato de trabajo?

· ¿Pueden las partes pactar un SALARIO INTEGRAL en una cuantía inferior a diez salarios mínimos? 

· ¿A quién le compete probar el pago de los aportes al Fondo de pensiones? 

3. Del contrato de trabajo alegado por las demandantes: 

En el proceso de la referencia, la litis en cuestión surge a la vida jurídica a través de la pretensión principal elevada por la parte actora, mediante la cual pretende la declaración de la existencia de un contrato verbal de trabajo a término indefinido con el reconocimiento de los derechos sociales que se derivan de la misma.


El juez de primera instancia, después de valorar el material probatorio, arrimó a la conclusión de que en efecto se estaba en presencia de un contrato de trabajo y por eso accedió a la mayor parte de las pretensiones de cada una de las demandantes.

Sin embargo, el demandado en su apelación, acusa la sentencia de una indebida valoración probatoria y bajo unos argumentos harto contradictorios pretende convencer a la Sala de que lo que hubo entre las partes no fue un contrato laboral sino otro tipo de relación que no atina a tipificar o identificar, pues se limita simplemente a sostener que “de acuerdo con el caudal probatorio recaudado nos encontramos al frente de una persona –se refiere al demandado- que realmente se puso al frente de un grupo de personas en el campo de las confecciones, con el fin de conseguir confecciones que le permitieran a él y las otras personas conseguir su sustento diario”. A renglón seguido afirma que el Sr. JORGE PELÁEZ asumió el rol de PATRONO sin serlo, razonamiento que además de ambiguo, no tiene sustento fáctico alguno.
En efecto, recordemos que el artículo 24 del Código Sustantivo de Trabajo consagra la presunción legal de que toda relación de trabajo personal estuvo regida  por un contrato de trabajo, lo que de suyo traslada la carga de la prueba a quien se demanda como empleador. Ello quiere decir que a quien le corresponde probar que la relación existente entre las partes no tuvo un carácter laboral sino de otra naturaleza es al demandado, lo que significa que en esa tarea, debe arrimar al proceso las pruebas suficientes para vencer dicha presunción. Caso contrario, al juez laboral le corresponde declarar al existencia del contrato laboral con las consecuencias que ello acarrea. 

En el presente caso basta recordar que el demandado fue vinculado al proceso mediante emplazamiento, y el curador Ad Litem que lo representó, se abstuvo de formular excepciones de fondo y de adjuntar o pedir pruebas. Sólo después apareció el demandado al momento de absolver el interrogatorio de parte al que se lo citó, de modo que esta sola circunstancia bastaría para rechazar los fundamentos de la apelación por cuanto no existe prueba alguna que respalde el dicho del demandado.

No obstante, obran en el proceso pruebas suficientes que demuestran que el Sr. JORGE PELÁEZ efectivamente fungió como EMPLEADOR de todas las demandantes, pues las contrató para la confección de ropa de diferentes clientes, labor que desarrollaban dentro de un local que el propio PELÁEZ arrendó, les impuso horario de trabajo y pagó una remuneración por sus servicios, De ello dan fe los testigos CARMENZA HURTADO TABARES (folio 80 a 82), MARÍA TERESA GARCÍA AGUIRRE y  HUGO NELSON PULGARÍN HENAO (folio 127 a 133), quienes deponen sobre los hechos anteriores a ciencia cierta y unánimemente sin caer en contradicciones, con sólida coherencia, toda  vez que siguen el rumbo verosímil de los acontecimientos con rigurosa exactitud y en sus declaraciones no se aprecian motivos vacilantes, inciertos o dudosos ni falta de lógica con la realidad, ni se vislumbra ánimo de sacar avante un hecho revestido de falsedad, ni tampoco de afectar intereses de terceras personas.

Pero además, está la declaración del propio demandado (folio 80 a 82), quien después de caer en varias contradicciones, autodenominándose unas veces compañero de trabajo de las demandantes, otras asesor y otras empleador,  finalmente reconoce que las asesorías las hizo a terceras personas y con respecto a las actoras, confiesa que inicialmente celebró con ellas contratos a término fijo a un año y sólo en el segundo semestre de 2006 pactó contrato verbal debido a la crisis económica en la que entró la empresa. De esa manifestación claramente se infiere que el demandado se refiere a un contrato de trabajo, de todo lo cual puede concluirse sin mayores esfuerzos que están debidamente acreditados los tres elementos de toda relación laboral: Servicio personal, subordinación y remuneración. 

4. Del salario integral: 

Absurda, por decir lo menos, resulta la alegación del apelante con relación al salario integral. Basta leer el artículo 132 numeral 2° del Código Sustantivo del Trabajo para saber que sólo tiene valor la estipulación de un salario integral cuando aquel sea superior a diez salarios mínimos legales mensuales;  caso contrario, la estipulación no produce efecto jurídico alguno por desconocimiento del mínimo de derechos y garantías consagrado en el Estatuto Laboral (artículo 13). A sabiendas de que en el presente caso ninguna de las demandantes ganaba una remuneración superior a ese tope, resulta inane referirse a los argumentos de la alzada relacionados con este tema.

5. De la carga de la prueba respecto al  pago de los aportes al Fondo de pensiones:

Se duele el apelante de que el juez de primera instancia  estableció una condena en abstracto por no haber obtenido constancias de ningún fondo de pensiones sobre el no pago de las cotizaciones a pensiones en forma oportuna y, además, de  que no precisó a que entidad se debe realizar el pago en caso de adeudarse. 

Parece ser que el togado no revisó el material probatorio que en obra en el expediente, en donde claramente aparecen las certificaciones de varios Fondos de Pensiones y Cesantías de la ciudad en las que informan que ninguna de las demandantes aparecen vinculadas con dichas entidades ni menos que el Sr. JORGE PELÁEZ figure como EMPLEADOR (folios 85, 95, 110, 111 y 126). Por otra parte, en materia probatoria, quien alegue un pago tiene la carga de probarlo, de manera que no existiendo prueba alguna sobre ese particular, se cae por su propio peso la inconformidad del recurrente.

Con relación a cual de los Fondos de Pensiones debe hacerse el pago, el juez de primera instancia claramente estableció en su fallo que el pago debe hacerse al Fondo que elija la trabajadora y en caso de no hacerlo, le corresponde al demandado cotizar a una cualquiera de las entidades administradoras del sistema general de pensiones. 

Finalmente, no puede hablarse de condena en abstracto, cuando la sentencia contiene una suma perfectamente determinada por concepto de aportes a pensiones a favor de cada una de las demandantes más los correspondientes intereses moratorios. 

6. Conclusión:

Se concluye de todo lo antedicho que viene inexorable la confirmación de la sentencia materia de censura en todas sus partes.
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en Nombre de la República y por Autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:
PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida en noviembre 26/08, por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora YANETH HURTADO TABARES, ESPERANZA VILLEGAS MELO, MARÍA MORELIA MARÍN HERNÁNDEZ, LUZ MARINA PÉREZ ALARCON, MARÍA DOLLY TABARES CARRILLO, GLORIA INÉS HURTADO TABARES, ORFA NELLY MEJÍA ARCE Y LUZ NORALBA MEJÍA ARCE contra JORGE ENRIQUE LÓPEZ PELÁEZ.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
La Secretaria,
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO
